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resumen

A partir de considerar la noción de progresista 
un híbrido difícil de definir, aunque muy a tono 
con la época, el artículo se muestra escéptico, 
excepto por la renovación de la Corte Suprema, 
sobre los avances sociales e institucionales lleva-
dos a cabo por el gobierno de Kirchner. La falta 
de una relación equilibrada entre los tres poderes 
del Estado, las acusaciones del Poder Ejecutivo a 
la prensa, la pobre performance reflejada en los 
índices sociales, teniendo en cuenta la bonanza 
económica, y las inclinaciones del Gobierno en 
materia de política internacional son dimensio-
nes que apoyan aquel argumento. El artículo 
cierra afirmando que la institucionalización de la 
democracia ha retrocedido al colocar a la política 
frente a un falso dilema: o bien hacen falta ejecu-
tivos fuertes lindando con la arbitrariedad o bien 
el país está pronto a caer en la ingobernabilidad 
y la inestabilidad. Esta supuesta disyuntiva plan-
tea un típico problema de las democracias pre-
sidencialistas de baja institucionalización: ante 
un presidente poderoso, el congreso se debilita 
marchando detrás de las decisiones del ejecutivo 
y viceversa: un ejecutivo frágil suele encontrar 
un parlamento envalentonado que contribuye a 
debilitarlo aún más. Por este camino los ejecuti-
vos exitosos colaboran poco para estabilizar las 
reglas e institucionalizar la democracia.   

summary

Progresivism is hard to define. As far as the 
social and institutional progress efectively made 
by Kirchner´s administration, I am skeptical 
about all measures with the exception of the 
renwal of the Supreme Court. The lack of 
equilibrium of power, the accusation against the 
media, the poor performance of social indices        
–despite economic growth–, and the international 
tendencies are evidence for this. The article 
ends by affirming that the institutionalization 
of democracy has devolved because politics 
is confronted with a false dilemma: either the 
country has strong ejecutive –who practically 
excercises power arbitrarily– or it will fall into 
instability. This suppossed dilemma raises a 
typical problem of presidential democracy under 
weak institutionalization: powerful presidents 
handle their Parliament according to their will, 
and viceversa, weak presidents have to deal with 
Congress that weakens them even more. Thus, 
strong executives do not help to rutinize rules 
and institutionalize democracy
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I. Acerca del progresismo
Junto con el avance de la democratización a partir de 1980 se ha producido  –en 

América latina y dentro de ella en Sudamérica– el desarrollo de procesos políticos 
enraizados en las viejas tradiciones autoritarias, democráticas y populistas que 
–bajo distintos ropajes– recorrieron la región durante el siglo XX. El resultado 
ha sido un des-dibujamiento aún mayor, en relación con el pasado, de los pará-
metros de izquierda y de derecha que se perfilaban con anterioridad. A ese des-
dibujamiento responde el auge de la expresión progresista, tan difícil de acomodar 
en el campo de la izquierda si se tiene en cuenta el reconocimiento del valor de la 
democracia como régimen político y del reinado del capitalismo, cuyo derrumbe 
ningún político que aspira a conseguir votos se halla dispuesto a proclamar. De ahí 
que la asimilación de progresismo a la tradición de izquierda presenta sus proble-
mas, pues tanto la izquierda reformista como la revolucionaria veían en la demo-
cracia una etapa a ser superada junto con el ocaso del capitalismo. Democracia y 
capitalismo, tarde o temprano, serían barridos por la revolución, meta colocada en 
el horizonte de las expectativas de una sociedad socialista. Teniendo en cuenta es-
tas objeciones,  la expresión progresista se asemeja a un híbrido difícil de definir, 
aunque muy a tono con la época. Los parámetros propuestos en esta publicación 
delimitan el concepto a partir de ciertas dimensiones: una relación equilibrada 
entre los tres poderes del Estado propia de la tradición republicana; la libertad de 
expresión reflejada en el vínculo del Poder Ejecutivo con la prensa (demanda del 
liberalismo); la reivindicación de las cuestiones sociales propia de la izquierda 
reformista; y las inclinaciones del gobierno en materia de política internacional, 
sobre todo en América latina, que supone alianza con aquellos Estados que se 
proclaman próximos al ideario socialista. 

Si de la afinidad del progresismo con la tradición de izquierda se toma el con-
flicto como noción constitutiva de la sociedad, de la democracia permanece la 
posibilidad de su expresión (que los regímenes de izquierda revolucionaria han 
prohibido) y de su resolución en el marco de las reglas. Si la izquierda descono-
cía el consenso, la democracia lo reivindica como una forma de evitar que esos 
conflictos pongan en riesgo la convivencia misma. La democracia representativa 
es finalmente un régimen político diseñado para evitar un estado de guerra, per-
manente y solapado, dentro de los Estados nacionales. De ahí que al equilibrio 
de poderes y al rol de la prensa se añade la búsqueda de acuerdos para evitar la 
exacerbación del conflicto, innato a la sociedad moderna. Veamos entonces en qué 
medida los gobiernos del actual matrimonio presidencial se ajustan a los paráme-
tros definidos, teniendo en cuenta que se trata del acceso de Néstor Kirchner al 
poder, primero en forma institucional y luego de manera informal. 

II. El equilibrio de poderes y los medios de comunicación
Si la división tripartita del poder garantiza la soberanía del pueblo que procla-

ma la democracia, pues ella permite a través del parlamento que todas las voces 
sean escuchadas y a través de la Corte que los actos del ejecutivo y del legislativo 
gocen de la debida constitucionalidad, el equilibrio entre ellos asegura el mutuo 
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control necesario para evitar el abuso de uno sobre otro. En este marco, el cuarto 
poder –con sus luces y sus sombras– sería una suerte de voz ciudadana capaz de 
alertar y a veces impedir posibles abusos.

La relación del Poder Ejecutivo con el legislativo. El lazo de los presidentes 
Kirchner con el parlamento, entre 2003 y 2010, atravesó cuatro etapas. La pri-
mera va desde el inicio de la gestión hasta las elecciones legislativas generales de 
2005; la segunda nace allí y se extiende hasta una madrugada de 2008 cuando el 
Vicepresidente vota en el Senado contra la voluntad del gobierno; la tercera llega 
hasta la derrota del oficialismo en las elecciones parlamentarias generales de junio 
de 2009 y la cuarta se origina en este hecho y se prolonga hasta nuestros días. 

Kirchner recibe un Congreso pronto a renovarse. Durante el año 2003 se rea-
lizaron elecciones de gobernadores y de diputados en varias provincias. El éxito 
electoral del nuevo gobierno no significó el voto automático del parlamento a 
sus políticas. En este terreno tanto la disciplina como la búsqueda de consensos 
conformaron las dos herramientas centrales capaces de hacer prosperar las inicia-
tivas del Poder Ejecutivo. Sin embargo, el camino se vio obstaculizado por tres 
motivos: en primer lugar, en la medida en que Kirchner subestimaba al partido, le 
resultaba dificultoso alinearlo detrás de sus propuestas. Entre otras cosas, porque 
pese a la predisposición a la verticalidad propia del PJ, su fragmentación afectaba 
la posibilidad de alinearse detrás del Presidente. En segundo lugar, sus aliados 
transversales no siempre respaldaban sus iniciativas. Al igual que el atomizado 
justicialismo, no constituían un conglomerado homogéneo al hallarse dividido en 
tres sectores: peronistas, kirchneristas y frepasistas. En tercer lugar, en el parla-
mento se planteaba un problema instalado desde el origen de la administración: 
el poder del duhaldismo en la Cámara de Diputados de la Nación (Ollier, 2005). 

La popularidad ganada por el Presidente, junto a la recuperación de la economía, 
prepararon el terreno para un segundo momento donde las diferencias salieron a 
la luz. Al fortalecer sus alianzas con los jefes provinciales, el primer mandatario 
sumó el respaldo legislativo sin depender del aval exclusivo del peronismo. En 
este sentido, el acuerdo con cuatro gobernadores radicales y con la mayoría de los 
jefes peronistas en torno a las listas para la contienda legislativa de 2005 le per-
mitió al gobierno aumentar el número de diputados propios, a partir de un típico 
movimiento de “toma y daca” (Ollier, 2008).

Las 229 leyes sancionadas en el Congreso a iniciativa del ejecutivo contaron con 
el aval de otros partidos.1 Por lo tanto, el Presidente no poseía sólo la disciplina 
de la organización peronista sino la de diputados de otras fuerzas que respondían 
a su jefatura (Ollier, 2007). Pese a que estas mayorías existieron con diferentes 
“ropajes”, fue a partir de la elección legislativa de 2005, interpretada por Kirchner 
como “un plebiscito a la gestión”2, cuando se conformó un apoyo parlamentario 
más amplio y sustentado en diputados propios. Aquí comenzó la segunda etapa. 
Sin embargo, a pesar de las posibilidades de aprobar sus iniciativas mediante el 
Congreso, el gobierno recurrió ampliamente a los decretos de necesidad y urgen-
cia (DNU). La apelación a la emergencia económica le garantizó a Kirchner la 
aprobación parlamentaria de los superpoderes, empero el manejo del mismo se 



extendió a todo su mandato evitando el control legislativo de las partidas pre-
supuestarias que se hallaban en manos del Jefe de Gabinete. La prórroga de los 
superpoderes permaneció hasta la actualidad, aunque a partir de 2009 encontró 
mayores límites por parte del parlamento.3 En síntesis, la suma de delegación de 
facultades y los DNU afectaron el equilibrio de poder entre el ejecutivo y el legis-
lativo a favor del primero. 

Diferentes datos dan cuenta de este desequilibrio. De los 372 proyectos presen-
tados bajo el gobierno de Kirchner, 62% fueron aprobados (Mecle y Neri, 2008), 
y 125 ingresaron a través de la Cámara de Diputados, mientras 247 lo hicieron por 
el Senado; el hecho evidencia la sólida mayoría presidencial en la cámara alta dada 
su relación con los gobernadores.4 Elegir como cámara iniciadora aquella en la 
cual el gobierno contaba con más escaños constituyó un acierto del Presidente. Sin 
embargo esta información resulta incompleta si no se tiene en cuenta que durante 
el mismo período se promulgaron 238 DNU (sin revisar en tiempo y forma) y se 
emitieron 60 decretos de facultades delegadas (Mecle y Neri, 2008). Del total de 
esos DNU, 125 corresponden al área social. Por otra parte, el Presidente vetó leyes 
de manera total en 13 oportunidades (12 durante los años 2003-2004, cuando las 
mayorías parlamentarias no eran tan sólidas) y de forma parcial en 25 ocasiones 
(14 los primeros dos años).5 Al inicio, el gobierno de Cristina de Kirchner compu-
taba 143 diputados (126 propios y 17 aliados). En el Senado la relación de fuerzas 
era superior, ya que entre aliados y propios el gobierno reunía a su favor 47 sobre 
70 senadores.6 A pesar de su amplia mayoría, la Presidenta recurrió más asidua-
mente al poder legislativo, pues la derrota en el Senado, a propósito de la ley 125, 
dio comienzo a la tercera etapa signada entonces por diversas circunstancias: la 
promulgación de una menor cantidad de  decretos7, la utilización del parlamento 
para pasar leyes importantes (estatización de los aportes jubilatorios y Ley de 
Medios, entre otras) y la pérdida veloz de la mayoría original. 

La tercera etapa, que marcó el retorno del parlamento a la arena política, se vio 
empañada por las desavenencias con el sector agropecuario que trajo aparejado 
un severo conflicto social. Por primera vez, desde 1983, en medio de un ciclo de 
crecimiento económico se desató una crisis política. Responder por qué se generó 
esa crisis obliga a volver la mirada hacia el poder político. Allí se encuentra su 
punto de partida, que se expresa en el modo de construcción y ejercicio del poder 
del ex mandatario y de la actual Presidenta: la dicotomización del campo político 
en amigo/enemigo, donde los espacios para la negociación se acotan o son inexis-
tentes. Esta estrategia, vieja por cierto y practicada también por algunos sectores 
de la oposición, resultó exitosa hacia adentro del PJ y en la opinión pública, luego 
de 2003. Mas todavía sus principales referentes contaban con una altísima imagen 
positiva hasta la pulseada con el campo. ¿Qué pasó entonces?

El Gobierno tomó una medida económica, a la que, en principio, resultaba difí-
cil oponerse desde el progresismo. Dada la suba mundial de los commodities, ella 
apuntaba a un doble objetivo: incrementar la recaudación fiscal y evitar un impac-
to negativo local del alza de los mismos. Ante el firme rechazo de sus principales 
afectados, el gobierno en lugar de procurar un acuerdo con ellos optó por insistir 
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en su estrategia imaginando una victoria segura. La persistencia se debió tanto a 
un estilo político como a una lectura errónea del triunfo de 2007. Éste fue sobre 
estimado, cuando en realidad la novel mandataria no había alcanzado la mayoría 
de los votos en la elección que la llevó a la Casa Rosada. A esta derrota se incluyó 
la presencia de Kirchner en todas las decisiones de la administración, que no sólo 
daban la imagen de una Presidenta débil sino que reforzaron su modo de ejercicio 
del poder. De ahí que no fue la importancia del tema (discutir el porcentaje de un 
impuesto) lo que convirtió en relevante el debate, sino que el Gobierno lo trans-
formó en una confrontación estratégica contra los sectores involucrados, al punto 
que debió renunciar el ministro de Economía.

Por lo tanto, en la madrugada del 17 de julio, lo que en verdad hizo crisis fue 
un modo de ejercicio del poder basado en la confrontación. El saldo de pérdidas 
por parte del oficialismo en esta primera gran votación implicó la merma de 15 
diputados propios y 2 aliados entre abstenciones, ausencia y votos negativos y de 
14 senadores entre propios y aliados.8 La sangría continuó cuando en noviembre 
de 2008 se concretó la salida definitiva de Felipe Solá del bloque oficialista que se 
sumaba a las escisiones en los bloques del PJ y de la Concertación.9 Sin embargo, 
lejos de amilanarse por la derrota de julio en el Senado, la Presidenta envió al mes 
siguiente el proyecto de estatización de Aerolíneas Argentinas, que se aprobó entre 
agosto y septiembre de 2008.10 Para noviembre, el gobierno logró otro triunfo al 
aprobarse la estatización de las jubilaciones, con mayoría de un colorido similar 
a la anterior: 162 a 75 sufragios en diputados11 y 46 a 18 en el Senado.12 En este 
proyecto, el Gobierno contó con el acompañamiento de los votos socialistas.

Luego de las derrota en las elecciones parlamentarias de junio comenzó a des-
plegarse, una fuerte actividad legislativa, en tanto el gobierno contaba con seis 
meses para pasar leyes hasta que ocupasen sus bancas los nuevos legisladores. Se 
inició entonces la cuarta etapa. Si la derrota oficialista de la ley 125 marca el pro-
tagonismo del parlamento, a partir de la victoria de las oposiciones en ese año, éste 
se convierte al menos durante un tiempo, en un lugar obligado del equilibrio de 
poder. La imagen presidencial (con 28,6% de consideraciones positivas) durante 
ese mes de junio tocó su piso más bajo.13 Sin embargo, a un mes de la derrota elec-
toral, el gobierno volvió a retomar la iniciativa política y aprobó la prórroga por 
un año de las facultades delegadas por el Congreso al Poder Ejecutivo (que incluía 
en ese contexto la posibilidad de continuar fijando las retenciones agropecuarias) 
por 136 a 100 sufragios con el apoyo de los bloques aliados y algunos legisladores 
de grupos progresistas como Solidaridad e Igualdad (SI) y por 38 a 30 votos en 
el Senado con el sostén de dos senadores de las filas del ARI que responden a la 
gobernadora de Tierra del Fuego, Fabiana Ríos.

En octubre de 2009, la aprobación de la ley de servicios de comunicación audio-
visuales contó con 147 votos en diputados, entre los cuales se sumaron Proyecto 
Sur, SI y el Partido Socialista, dado que la mayoría de los bloques opositores se 
retiraron antes de la votación, sólo 4 votos se pronunciaron contra la ley.14 En el 
Senado el proyecto pasó con 44 votos a favor y 24 en contra, en medio de mani-
festaciones de uno y otro lado en las calles del Congreso.15 A partir de la asunción 



de los nuevos legisladores en diciembre de 2009, la composición de las cámaras 
se modificó y si bien el oficialismo continuó siendo primera minoría le resultó 
más difícil lograr quórum propio. A su vez, la conformación de las comisiones 
con mayoría opositora en gran parte de diputados y en la totalidad en el Senado es 
otro elemento para prever años agitados en el parlamento en la última etapa de la 
relación entre ambos poderes. 

La relación del Poder Ejecutivo con la Corte Suprema. Dado que la Corte plan-
teaba una situación capaz de debilitar al Presidente, en razón de la adhesión al 
menemismo de varios de sus miembros, Kirchner amenazó con llevar a juicio po-
lítico a la denominada “mayoría automática” –los jueces menemistas–.16 El acon-
tecimiento produjo la adhesión de la opinión pública al tiempo que lo liberaba de 
tribunal aliado a su principal adversario peronista, Carlos Menem. En este marco, 
en junio, el Presidente firmó el decreto para reformar el sistema de selección de 
jueces de la Corte Suprema de Justicia, destacado por la auto-limitación de las 
facultades del Poder Ejecutivo, la apertura de un plazo para hacer impugnaciones 
y el pedido de informes antes de que el Presidente envíe su propuesta al Senado. 
Una semana después Julio Salvador Nazareno dimitió a la presidencia de la Corte. 
En agosto, el Senado se constituye en tribunal para enjuiciar al ministro Eduardo 
Moliné O’Connor, por presunto mal desempeño de sus funciones. Ante la posibili-
dad de su destitución vía juicio político renunciaron Adolfo Vázquez y Guillermo 
López. Luego del triunfo de su aliado a la gobernación de Buenos Aires, entre 
octubre de 2003 (cuando Eugenio Zaffaroni fue designado miembro del tribunal) 
y octubre de 2005 (cuando finalizaron los reemplazos) la Corte quedó integrada 
por siete jueces, guardando dos vacantes aun sin cubrir. 17

La renovación de la Corte y la decisión de retomar la política de derechos hu-
manos iniciada por Raúl Alfonsín impactaron favorablemente en la imagen de 
Kirchner, cuya popularidad, por encima del 70%, se mantuvo entre junio 2003 
y abril de 2004.18 Sin embargo, esta política de independencia del poder judicial 
parecía responder al objetivo de fortalecer el poder presidencial antes que a pro-
mover la autonomía de la Corte cuando en diciembre de 2005 se promulgó la ley 
de reforma del Consejo de la Magistratura que aumentó la representación política, 
eliminó la participación de las minorías y limitó, de esa manera, la participación  
de jueces, académicos y abogados en el órgano. La defensa del polémico proyecto 
estuvo a cargo de la entonces senadora Cristina Fernández quien puso a prueba su 
estilo frontal y colérico frente a los díscolos y opositores (Svampa, 2007).  

Tres fallos de la nueva Corte impactaron sobre la gestión del gobierno. En el pri-
mero, el máximo tribunal hizo lugar al reclamo formulado por el jubilado Adolfo 
Badaro, quien solicitó un reajuste de sus haberes jubilatorios. En noviembre de 
2007, la Corte Suprema falló en el “Caso Badaro”, ordenando al Gobierno un 
aumento del 88,6% al querellante (según la evolución de los salarios del INDEC), 
por la falta de incremento en las jubilaciones entre 2002 y 2006.19 Este laudo 
implicó el reconocimiento por parte de la Corte de un derecho que el Gobierno 
negaba, y cuyo incumplimiento significaría el inicio de múltiples juicios indivi-
duales. Frente a esta amenaza, el ejecutivo confeccionó un proyecto de ley para 
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regularizar la situación ante la suposición de que el Gobierno perdería esos juicios. 
El segundo fallo fue la causa “Daños derivados de la contaminación ambiental del 
Río Matanza-Riachuelo”, por medio del cual se determinó la responsabilidad que 
le corresponde al Estado Nacional, la Provincia de Buenos Aires y la Ciudad de 
Buenos Aires en materia de prevención y recomposición del daño ambiental exis-
tente en la cuenca. El veredicto dictaminó, además, quiénes eran los responsables 
de llevar adelante las acciones y las obras de saneamiento y el plazo de cumpli-
miento de las mismas, dejando abierta la posibilidad de imponer multas frente a su 
inobservancia. En virtud de ello, el Gobierno se comprometió a lanzar un plan in-
tegral de saneamiento de la cuenca Matanza- Riachuelo, medida que involucraba 
a cuatro millones de habitantes (Svampa, 2007). No obstante, hasta el momento, 
no se han registrado mayores novedades respecto a este arbitraje.

El tercer fallo sucedió en noviembre de 2008, cuando el máximo tribunal deter-
minó innecesario afiliarse a un sindicato con personería gremial para ser delegado. 
Al declarar inconstitucional el artículo que establecía esa condición, el dictamen 
fue favorable a la Asociación de Trabajadores del Estado (ATE) y abrió una bre-
cha para el histórico reclamo que venía realizando esta central de trabajadores. 
También se anuló la obligatoriedad de estar afiliado a un sindicato con personería 
gremial para convocar a elecciones, elegir y ser elegido representante de un sector 
de trabajadores. La sentencia favorece a los delegados de subterráneos de Buenos 
Aires que no se encuentran afiliados a la Unión Tranviarios Automotores (UTA). 

La relación del kirchnerismo con la Corte encontró un punto de inflexión en 
los rumores que recorrieron la prensa a propósito de la resolución 125/08 de las 
retenciones móviles, donde el poder judicial parecía haber tenido alguna inter-
vención. Los murmullos se basaron en la información dada por la prensa sobre 
la preocupación de la Corte ante el desarrollo de la crisis. Frente a la posibilidad 
de que la Presidenta dejase en manos del organismo una decisión que creía capaz 
de favorecerla, “algunos magistrados supremos con una aguda visión política 
decidieron que lo mejor era advertir al Gobierno que el poder que ejerce tiene 
límites que no se pueden traspasar”.20 En esa línea acordaron que las retencio-
nes, en tanto constituyen tributos, sólo los fija el Congreso nacional. Si bien, la 
supuesta reunión secreta del juez Ricardo Lorenzetti con la Presidenta, en la cual 
el magistrado le anticipó que el tribunal rechazaría la resolución que imponía las 
retenciones móviles quedó en habladurías, ni la Corte ni el Poder Ejecutivo la 
desmintieron. 

La relación del Gobierno con los medios de comunicación. Este vínculo pasó 
del amor al odio a poco de andar. El novel Presidente, al igual que su antecesor 
Carlos Menem, construyó un  lazo con la opinión pública, en el que los medios 
ocupaban el lugar crucial de polea de transmisión de sus medidas y de sus dis-
cursos. Inicialmente aspiró a sostener un romance con la prensa que se reflejó, 
durante los primeros días de su gobierno, cuando promulgó una ley de “protección 
a los bienes culturales” por la cual se buscó beneficiar a los grandes multimedios 
endeudados y se extendieron las licencias de radiodifusión realizando vericuetos 
jurídicos, con el único propósito de beneficiar a los principales concesionarios de 



medios (Mastrini, 2005: 346). A su vez, el gobierno permitió, al final de su man-
dato, la fusión de Multicanal y Cablevisión. 

Sin embargo, con el tiempo el Presidente pretendió quitarle a los medios (en es-
pecial, a la prensa) el poder que habían acumulado, para convertirlos en oposición 
política y alejarlos del ideal de la prensa independiente. Según Vincent (2009), el 
interés último radicaba en la necesidad de afianzar su liderazgo y concentrar más 
poder. Este modelo de vínculo entre los ejecutivos y los medios se ha desarrolla-
do en otros países latinoamericanos, y se caracteriza por la interpelación directa 
al público. Se trata, siguiendo a Kitzberger (2009), de un diseño de intervención 
en el cual se acusa a las instituciones periodísticas de ser actores ligados a inte-
reses de clase o a grupos privilegiados y, al mismo tiempo, se promocionan las 
regulaciones a favor de un rol más activo del Estado y de formas alternativas de 
mercado utilizando diferentes instrumentos (creación de medios públicos, apoyo a 
cooperativas, nacionalizaciones, reformas legislativas o impedimento de renovar 
las licencias). 

Durante su mandato, Kirchner mencionó a los medios de comunicación en un 
25% del total de sus alocuciones públicas (Vincent, 2009). En su mayoría, las 
apelaciones reflejaron una opinión negativa sobre su rol y expresaron el modelo de 
comunicación que intentaba imponer, asentado, según la autora, en los siguientes 
pilares: la búsqueda del Gobierno por difundir una idea de “no mediación” entre el 
Presidente y la ciudadanía; la confrontación explícita y pública con ciertos medios 
de comunicación y determinados periodistas; la generalización de premios y casti-
gos a los medios según su relación con el Gobierno (sobre todo a través de la dis-
tribución de la publicidad oficial, pero también con el manejo de la información); 
la vocación por tener la hegemonía en la conformación de la agenda pública y la 
profundización de la tendencia a la personalización de la política en la figura pre-
sidencial, acallando otras posibles voces del Gobierno. Paralelamente, Kirchner 
nunca ofreció ninguna conferencia de prensa en el país (sí en el exterior frente a 
la prensa extranjera) ni tampoco se vinculó con los periodistas a través del vocero 
presidencial, algo que acabó siendo cuestionado desde el periodismo y desde las 
organizaciones de la sociedad civil.21

Aún cuando la campaña de su esposa ofrecía un tiempo más institucional, la 
relación con la prensa se mantuvo, con algunos cambios, bajo el mismo molde. 
La Presidenta comenzó a realizar conferencias de prensa (la primera fue el 2 de 
agosto de 2008) luego de la derrota en la votación de la Resolución 125. La gran 
confrontación se inició, sin embargo, en marzo de 2009, cuando el Gobierno pre-
sentó el proyecto de Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual que reempla-
zaría a la Ley de Radiodifusión 22.285, promulgada por la última dictadura. En 
el Teatro Argentino de La Plata, la Presidenta invitó a “debatir sobre un tema que 
es central y que es la posibilidad de que todos los argentinos tengan derecho a la 
expresión y que todos los argentinos tengan derecho a aquellos bienes, de carácter 
social, que no pueden ser monopolizados por un sector, ni por una empresa, ni por 
nadie que crea en un mundo como el que estamos viviendo que puede ser dueño 
de la palabra, del pensamiento y de la expresión de todo un pueblo”.22  Luego de 
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la derrota legislativa, el Gobierno insistió con la ley de medios y después de más 
de doscientas modificaciones23, que permitieron sumar a los bloques de centroiz-
quierda (Proyecto Sur, SI y PS) la nueva ley se aprobó en el Senado en octubre de 
2009. Desde entonces el hostigamiento sobre la prensa y en especial sobre Clarín 
y La Nación  ha continuado para culminar con la aparición, en la vía pública, de 
afiches anónimos acusatorios de varios periodistas ligados a la empresa. 

III. La dimensión social 
Esta sección da cuenta de indicadores sociales que permiten ver el resultado de 

las políticas implementadas, enmarcándolas en datos sobre la redistribución del 
ingreso, un indicador relevante en relación a la equidad social. Los resultados de 
las políticas de los gobiernos kirchneristas en las áreas de salud, de educación y de 
seguridad social deben leerse atendiendo a la intervención del Instituto Nacional 
de Estadística y Censos (INDEC) en 2007, a la inflación de los últimos tres años, 
al crecimiento regional de la economía a poco de iniciado el nuevo milenio y al 
piso dado por la debacle argentina de diciembre de 2001 desde el cual partió el 
Gobierno. 

Con excepción de las obras sociales y el PAMI, el gasto público en salud es 
mayormente provincial dada la descentralización de los servicios sociales operada 
hace una década y media atrás. Datos que no contemplan el proceso inflacionario 
desatado alrededor de 2006 revelan que los gastos de atención pública de la salud, 
de obras sociales y del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y 
Pensionados reflejan un aumento desde el 2003 que culmina en 2007 para volver a 
bajar a partir de esa fecha, llegando en 2009 a igualar el del año 2005.24  Estos da-
tos requieren ser leídos a la luz de tres hechos que obligan a matizarlos. El primero 
refiere al gasto en infraestructura hospitalaria que no se contabiliza en el marco del 
presupuesto de salud sino en el de obra pública, resultando más difícil de cono-
cer las cantidades en los fideicomisos. Segundo, el presupuesto del Ministerio de 
Salud para 2010, con 5.942 millones de pesos desciende un 4,7% con relación al 
anterior. Esto marca un ajuste importante en términos reales, si se tiene en cuenta 
que, en la hipótesis más optimista, la inflación del año próximo rondaría el 15%. El 
tercer hecho agrava el segundo, pues la baja presupuestaria contrasta más todavía 
con la evolución del gasto público total que –según el presupuesto 2010– es 16,2% 
mayor que el crédito presupuestario de 2009.25 En cuanto a la educación, los datos 
muestran que el presupuesto educativo mantiene un constante incremento si se 
toman los años 2003-2009.26 La seguridad social, en su variable desempleo, ha 
mostrado una tendencia a la baja desde que asume el presidente Kirchner en mayo 
de 2003, aunque ese descenso no es sistemático, puesto que en algunos años se 
elevó en menos de un punto.27 En forma paralela, la tasa de empleo marcó una 
tendencia ascendente en todo el periodo bajo estudio, descendiendo  en 2009.28 

Estos datos crudos son, en cambio, relativizados por tres acontecimientos: la 
forma de medición, la presión existente sobre el mercado laboral y la composición 
del desempleo. La medición de la tasa de desocupación se realiza sin contabilizar 
a quienes reciben el Plan Jefes y Jefas de Hogares, de ahí que si se los computara, 



para 2007 la tasa de desempleo ascendería a 8,1%, aumentando la cifra a 9,1% si se 
sumaran los ocupados que trabajan menos de 6 horas (trabajadores subocupados). 
Estos datos configuran una tasa de subutilización de la fuerza laboral de 16,6% 
de la PEA (Lozano y otros, 2008). En el mismo estudio, los autores registran que 
el 34,5% de la PEA está integrada por ocupados que desean trabajar más, lo que 
representa un marcado grado de insatisfacción laboral. En cuanto a la composición 
del empleo, mientras en 2003 el porcentaje de pobres e indigentes desocupados 
reales constituía el 86,4% del total de desocupados (49,2% de indigentes y 37,2% 
de pobres), en 2006 ese porcentaje disminuye a 64,7%. Sin embargo, la muestra 
evidencia que la mayoría de los desocupados viven en hogares que no perciben in-
gresos. Es decir, en los deciles que componen el estrato más bajo de la población, 
las tasas de desempleo y de pobreza superan al promedio de la población (Lozano 
y otros, 2007b).

Al igual que el desempleo, cada buena noticia sobre la ocupación encuentra un 
costado negativo. En términos relativos, el sector más dinámico de la economía es 
la construcción, cuya tasa de crecimiento (entre el 2° semestre de 2003 y 2006) es 
de 90,83% (Arkaki y Piqué, 2008). En términos absolutos, la industria manufac-
turera con casi 18% del total, seguida por la construcción y el comercio con 15% 
cada una, ha contratado más trabajadores asalariados. Por su parte, el servicio do-
méstico creció un 11% (Arkaki y Piqué, 2008).29 La mejoría advertida se ve empa-
ñada por la baja calidad del empleo contratado, por sus condiciones precarias y por 
sus salarios medios que no suelen ser los más altos de la economía. Paralelamente, 
existe una fuerte incidencia porcentual de mano de obra poco calificada, en par-
ticular en las ramas de la construcción y del servicio doméstico. Así, a pesar del 
aumento de trabajadores registrados, en términos relativos se presentan las peores 
situaciones de toda la economía en el empleo no registrado (70% y 90% del total 
de asalariados respectivamente) (Arkaki y Piqué, 2008). Al analizar el cambio en 
el empleo asalariado urbano, Lindenboim (2008) revela que la construcción enca-
beza  este indicador con 119,5% compuesto por 54,2% de trabajadores protegidos 
y 65,3% de trabajadores precarios. En segundo lugar se encuentran la manufactura 
con 44,3%, conformada por 38,4% de trabajadores protegidos y 6% de precarios, 
y el comercio con 30,5% de asalariados protegidos y 13,8% fuera de resguardo.

En cuanto a la tasa de pobreza e indigencia, si bien ha disminuido en forma con-
tinuada entre 2003 y 2009, los datos provienen del INDEC, organismo intervenido 
por el Gobierno desde mediados de 2007. El salario mínimo vital y móvil también 
tuvo en las cifras oficiales un aumento sistemático desde el año de inicio de la 
administración kirchnerista.30 La jubilación mínima ha mostrado un aumento sig-
nificativo durante los años de estudio pasando, según datos de la Administración 
Nacional de la Seguridad Social (Anses), de 200 pesos en 2003 a 827 pesos en 
2009. Sin embargo, para ponderar debidamente este aumento sistemático en el 
salario mínimo vital y móvil y en los haberes jubilatorios, ambos deben compa-
rarse con otra información: los valores de la canasta de consumo que permiten 
dimensionar su capacidad en este sentido. Según Lozano y otros (2008), a fines de 
2008 el haber mínimo que percibía el 76% de los jubilados era de 690 pesos y la 
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canasta de consumo promedio de los hogares a precios reales al 2008 se ubicaba 
en 3.600 pesos, siendo la canasta crítica para una familia tipo –matrimonio y dos 
hijos menores en edad escolar– de 4.308 pesos. Por lo tanto, se requerían más de 
dos salarios y medio, incluso tres o cuatro, para cubrir las necesidades familiares. 
Los autores afirman que “esto supone una tendencia a mantener estable e incluso 
profundizar los niveles de sobreempleo, entrada prematura (menores) y salidas 
tardías (mayores que no se quieren jubilar) que caracteriza el mercado laboral 
vigente”. 

Como contracara de esta mala noticia, el Gobierno incorporó en el marco del 
“programa de inclusión jubilatoria” alrededor de un millón de nuevos jubilados, 
que permite contar con un haber previsional mínimo a personas que cumplen con 
el requisito de 60 años de edad para las mujeres y 65 años para los hombres sin 
los 30 años de aportes que marca la ley.  La Consultora Equis registra que el 48% 
de los beneficiados pertenece a familias pobres y el 34% a hogares “medios en 
riesgo” (definidos como aquellos que apenas superan la línea de pobreza). A su 
vez, un 15,9% pertenece a sectores “medios plenos” y un 2,1% a hogares “medios 
altos y altos”.31 Según datos del Anses las asignaciones familiares sufrieron dos 
grandes aumentos en los años 2005 y 2007. En el primero de ellos, se incrementa-
ron 50% las asignaciones familiares derivadas de la paternidad y se elevó el tope 
de los beneficiarios incluyendo en el beneficio a un millón de trabajadores. En el 
año 2007 el incremento fue de 40% a partir de agosto. La medida se sumaba al au-
mento anterior de 20% que benefició a más de tres millones de personas. También, 
en ese año se duplicó el pago por nacimiento y matrimonio. Durante el gobierno 
de Cristina de Kirchner se creó la asignación universal por hijo de 180 pesos, que 
reciben los hijos de desocupados y de los trabajadores informales que cobran por 
debajo del salario mínimo restringiéndose hasta un total de cinco menores por 
hogar. Lamentablemente la asignación, distribuida por los punteros barriales, for-
talece la dependencia de los sectores más humildes quitándole la fortaleza de ser 
un beneficio concedido sin mediaciones político-personales, sino institucionales, 
a  todos aquellos que lo merecen.

 Finalmente, la distribución del ingreso configura una cifra clave para evaluar 
los avances hacia la equidad social. Luego de reconocer diversas medidas que 
impulsaron la reversión de una situación grave, Basualdo (2008) estudia diferen-
tes dimensiones de la distribución del ingreso y de la capacidad de organización 
sindical de los trabajadores para constatar: 1) en 2007 la ocupación fue 16% más 
elevada que en 2001, pero el salario real se mantuvo casi igual; 2) en 2007, la 
participación de los asalariados en el ingreso resultó menor (28%) a la vigente en 
2001 (31%) antes de la crisis32, ergo, las condiciones de vida de los trabajadores 
mejoraron en 2007 con relación a 2002, aunque su participación en el valor agre-
gado (en la distribución del ingreso) devino menor porque el PBI creció más que 
la masa salarial; 3) el capital se encuentra en mejores condiciones pues obtuvo una 
porción mayor del valor agregado anual; 4) el 37,2% de los trabajadores privados 
registrados están agremiados y sólo el 12% de las empresas tienen por lo menos 
un delegado, es decir emerge una baja sindicalización y una casi extinción de las 



comisiones internas; 5) las estimaciones del Ministerio de Trabajo no son válidas 
para el conjunto de los trabajadores pues el 27,6% de los ocupados pertenecen 
al sector privado y son registrados, exhibiendo mayor importancia aquellos no 
registrados y los cuentapropistas; 6) la sindicalización de los trabajadores del país 
se ubica entre el 20 y 25% del total de los ocupados cualquiera sea su condición 
laboral, dando una cifra casi igual a la del segundo gobierno peronista pero con 
la diferencia que ahora la ocupación ha crecido al doble en relación con aquella 
época. Luego de esta mirada, la investigación concluye que asistimos a una des-
igualdad inédita entre el capital y el trabajo en nuestro país. 

Los datos aportados por Basualdo son cotejables y completados por otro estudio 
que examina la distribución funcional del ingreso, denominada Cuenta de gene-
ración del ingreso e insumo de la mano de obra, un indicador que sirve de base 
para medir la participación relativa de los distintos componentes (básicamente 
capital y trabajo) del valor agregado bruto.33 Una exploración de la medida revela 
que el aumento en la participación de los trabajadores no sólo no recompone la 
participación que tenían en 2001 sino la alcanzada en 1993 (44,7%).34 Lozano y 
otros (2007a) comparan la concurrencia de los diferentes sectores, incluyendo las 
empresas y el ingreso mixto –tomando como base los años 1993, 2001 y 2006– 
para comprobar que el empresariado representa la franja más favorecida en la 
participación del VAB. En consecuencia, emerge “un empeoramiento de la pauta 
distributiva en la que se asienta la organización económica de la Argentina de 
estos tiempos”.35 

Borrón y Valdez (2007) ilustran la desigual distribución del ingreso a partir del 
indicador ingreso total laboral (ITL), comparándolo con el reparto entre deciles. 
Ahí descubren, que, en 2005, la brecha entre el primer decil (compuesto por asa-
lariados precarios del ámbito privado y el servicio doméstico) y el décimo (asa-
lariados protegidos, patrones y trabajadores por cuenta propia) llega al 27,6. Es 
decir, el decil superior se apropia de una porción 27 veces mayor que el decil más 
pobre.36 Esta diferencia se mantiene entre 1996 y 2006 dejado al descubierto una 
profunda desigualdad de los ingresos provenientes del mercado de trabajo en la 
Argentina, que no se ha modificado en los años de esplendor económico del kirch-
nerismo. Las especulaciones que atribuyen a este dato un carácter estructural que 
acaba responsabilizando al sistema capitalista por esa desigualdad no sólo legiti-
man las cifras de todos los gobiernos luego de 1983 sino que, además, contradicen 
los desarrollos histórico-políticos de la Argentina y de aquellos que ocurren en 
varios países de la región. 

 IV.  Las relaciones internacionales 
Luego de señalar una serie de factores que hacen a la situación global a partir 

de la crisis de 2008, Tokatlián (2010) advierte un cúmulo de dificultades para la 
región sudamericana que no imagina superables en el corto plazo. En ese marco 
plantea “un conjunto básico de condiciones para revertir la caída” de la Argentina, 
pues de la declinación que atraviesa el país sólo se sale, enumera su texto, con 
colaboración desde afuera, evitando la confrontación, superando la melancolía, 
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el resentimiento y el ensimismamiento, y apostando a resurgir con mucho esfuer-
zo y en un horizonte de mediano y largo plazos. En un intento, audaz por cier-
to, de rastrear la política internacional argentina más allá de la coyuntura actual, 
Tokatlián ensaya una respuesta poco convencional para encuadrar las relaciones 
exteriores; así más allá de las clásicas razones que la conforman, apela a lo que 
denomina el “síndrome narcisista”, definido como “una anomalía aguda y nociva 
que se manifiesta a través de un desequilibrio entre lo ideal y lo real: las frustra-
das aspiraciones de reconocimiento y relevancia generan un estado paradójico de 
desilusión y jactancia. Ese síndrome recorre el ámbito social y la esfera estatal, ha 
caracterizado a importantes segmentos de la élite (civil y militar, justicialista y no 
peronista, intelectual y mediática) y ha contado con el tácito consenso de diferen-
tes capas socio-económicas. Es bueno subrayar que el ‘síndrome narcisista’ se ha 
ido construyendo históricamente y si bien no constituye un dato cultural inexora-
ble, requiere transformarse para facilitar una política exterior alterna” (Tokatlián, 
2010: 27).  

Luego de este severo diagnóstico es fácil comprender los cuatro aspectos ne-
gativos que, según Russell, han caracterizado la inserción internacional de la 
Argentina durante gran parte del siglo XX; se trata de la proyección de una imagen 
externa con más sombras que luces, la pasión por la “reinserción”, la tentación de 
la desmesura, y la falta de capacidad para estabilizar las relaciones con EE.UU. 
y América latina, en especial con Brasil. Según el autor, el gobierno de Kirchner 
no superó ninguna de estas negatividades (Russell, 2008: 48). Pese a esta mirada, 
el autor concede al gobierno kirchnerista algunas acciones destacables en materia 
de política exterior: la negociación de la deuda en default, la defensa de los inte-
reses argentinos en la Ronda Doha de la Organización Mundial del Comercio, la 
apertura de nuevos mercados, la defensa y promoción de los derechos humanos37, 
el envío de tropas argentinas a Haití para integrar la MINUSTAH, la denuncia al 
gobierno iraní en Naciones Unidas por falta de colaboración para el esclarecimien-
to del atentado a la AMIA, la concertación con otros países latinoamericanos para 
ayudar a paliar crisis regionales, el reciente acuerdo nuclear con Brasil y la coo-
peración con EE.UU. en temas tales como la “no proliferación” nuclear, el lavado 
de dinero y la lucha contra el narcotráfico y el terrorismo” (Russell, 2008: 48).38 
De todas maneras, dichas medidas se realizaron de manera inconexa por falta de 
“un eje articulador”, “desprovistas de estrategias” y definidas “en cuatro paredes y 
con un estilo ríspido y proclive a la confrontación, poco afín a los hábitos y reglas 
de diplomacia” y subordinadas en forma excesiva “a consideraciones de política 
interna” (Russell, 2008: 49). 

El mismo autor afirma que las facetas negativas de la política exterior han sido 
agudizadas por el kirchnerismo: una imagen de “país inmaduro con baja calidad 
institucional y poco predecible”, la búsqueda de una reinserción “que se convierte 
en una pasión peligrosa por que extravía el sentido de la continuidad que da ma-
durez a un país”, “la tentación a la desmesura que se ha manifestado en exceso 
de discursos, planteamientos fuera de lugar, expectativas inmoderadas y acciones 
de política exterior” y la imposibilidad de establecer bases firmes para encauzar 



las relaciones con EE.UU.39 y América Latina” (Russell, 2008: 49-51). La política 
regional estuvo delimitada al plano sudamericano más que al latinoamericano, con 
la excepción de Cuba y México. En esa dirección, Tokatlián (2010: 33) encuentra 
que la Argentina ha realizado aportes al mostrar moderación, al evitar mayor po-
larización y al contribuir a la cooperación horizontal: contribuyó a la estabilidad 
en Bolivia, a la distensión entre Colombia y Venezuela, al acuerdo militar entre 
Bogotá y Washington por el uso de parte de Estados Unidos de siete bases colom-
bianas y a la búsqueda de una posición conjunta en Haití después del terremoto.

Al inicio, Kirchner intensificó los vínculos hacia Brasilia, debido a la necesidad 
de recuperar su imagen en el escenario internacional, reconociendo el liderazgo 
de Brasil, y no confrontando con la potencia regional (Tini y Picazo, 2007: 9).  
La  afirmación  de  Simonoff (2009: 79) a propósito de las desavenencias con la 
administración de Lula como causantes del deslizamiento hacia Caracas, frente a 
otras opciones como Chile o México, resulta difícil de probar. El desarrollo de un 
vínculo estable y estrecho con Venezuela, sostiene Russell (2008: 52), resulta de 
negocios y de necesidades mutuas antes que de coincidencias ideológicas, como 
suele argumentarse. La razón dada por el autor se verifica en la compra, por parte 
de Hugo Chávez, de los bonos de deuda argentina en el contexto del escepticismo 
de la comunidad internacional posterior al default de diciembre de 2001. A su 
vez, Argentina invita a Venezuela a incorporarse al Mercosur. Por ello, la rela-
ción bilateral resulta una alianza importante aunque subyacen a la misma algu-
nas coincidencias en el plano ideológico, especialmente el perfil sudamericanista, 
cierta visión sobre el rol de los liderazgos presidenciales y la oposición discursi-
va a los Estados Unidos. Además de la mencionada incorporación de Venezuela 
al MERCOSUR, los acuerdos comerciales y energéticos suscriptos entre am-
bos Estados, y el apoyo por parte de Kirchner a la Comunidad Sudamericana de 
Naciones, proyecto político de integración promovido por Chávez, hacen que la 
relación se mantenga a pesar de diferencias sobre el tono de la democracia (Tini 
y Picazo, 2007: 10).

Para terminar, Uruguay y las islas sureñas. El problema con Uruguay en torno a 
la instalación de la pastera finlandesa es un tema que generó una disputa extensa y 
una relación traumática con la banda oriental. La posición argentina en la presen-
tación ante los Tribunales de La Haya giró en torno al incumplimiento, por parte 
de Uruguay, del Tratado del Río Uruguay, de 1975. Sin embargo, el tribunal se 
expidió y las pasteras seguirán funcionando. El conflicto por las islas del Atlántico 
sur llevó al gobierno a afrontar varios temas que han entorpecido la relación entre 
Argentina y el Reino Unido: la renuencia de los isleños a permitir vuelos de ban-
dera nacional hacia las islas, la explotación indiscriminada a través de las licencias 
de pesca, y la incorporación de las islas como territorio de ultramar dentro de la 
Constitución de la Unión Europea (Simonoff, 2009: 83). Argentina ha insistido en 
diversos foros multilaterales a propósito de la reafirmación de la soberanía argen-
tina sobre las islas y la necesidad de relanzar la Resolución 2.065 de la Asamblea 
General para instar a Gran Bretaña a abandonar su hermetismo sobre la cuestión. 
No obstante esta demanda se enmarca en la escasa relevancia dada por el gobierno 
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de Kirchner a la relación con Europa. Sólo hacia finales de su mandato esbozó un 
mayor acercamiento, plasmado en la alianza con Rodríguez Zapatero, coincidente 
con el gran cúmulo de inversores españoles con intereses en Argentina (Tini y 
Picazo, 2007: 11).

V. Logros y asignaturas pendientes
Resulta una obviedad cerrar el artículo afirmando que la institucionalización 

de la democracia no sólo continúa siendo una asignatura pendiente sino que la 
misma ha retrocedido al colocar a la política frente a un falso dilema: o bien hacen 
falta ejecutivos fuertes lindando con la arbitrariedad que siempre otorga el poder 
(y cuyo ejercicio ecuánime es más necesario en países de baja institucionalidad) 
o bien el país está pronto a caer en la ingobernabilidad, la inestabilidad y la falta 
de governanza. Esta supuesta disyuntiva plantea un típico problema de las de-
mocracias presidencialistas de baja institucionalización, alejada del clásico blo-
queo diseñado por Linz (1990): ante un presidente poderoso, como fue el caso de 
Kirchner, el Congreso se debilita marchando detrás de las decisiones del ejecutivo 
y viceversa: un ejecutivo frágil suele encontrar un parlamento envalentonado que 
contribuye a debilitarlo aún más (Ollier: 2008). Por este camino los ejecutivos exi-
tosos colaboran poco para estabilizar las reglas e institucionalizar la democracia. 

Kirchner no escapa del patrón, agravado inclusive por la desinversión institu-
cional que implicaron varias de sus acciones políticas; por ejemplo, intervenir el 
INDEC obligó, en estas páginas, a analizar la dimensión social apelando a estu-
dios de diversos autores por falta de confianza en las estadísticas oficiales, para 
concluir, más temprano que tarde que los verdaderos números al final se descu-
bren. El estilo se extendió a otras instituciones. Así después de haber guardado si-
lencio frente al indulto otorgado por Menem a los comandantes, Kirchner vio en la 
defensa de los derechos humanos una oportunidad para liberarse de la sombra de 
distintos jefes peronistas, incluido Menem, y marcar su propio perfil. Que se trató 
de una razón instrumental quedó reflejado en la cooptación de algunos organismos 
de DD.HH., que vino a sumarse al camino de debilitamiento producido sobre otras 
instituciones como los partidos peronista, radical y socialista. La renovación de la 
Corte implicó un avance institucional importante que quedará como legado para 
el próximo gobierno.

Una afirmación menos obvia refiere a la situación socio-económica. A más de 
dos décadas de reemergencia, la democracia argentina sigue teniendo un severo 
problema político que Kirchner no ha logrado superar, pese a cumplir siete años 
(formales e informales) al frente de la Casa Rosada y pese a su estilo de alta con-
centración personal de poder: la ausencia de acuerdos comunes que estabilicen los 
procedimientos, más allá del fragmentado color partidario, dificultan poner en caja 
a los poderosos intereses económicos, por más estatismo que se practique. Los da-
tos brindados aquí confirman este enunciado. De ahí que la dinámica política debe 
soportar fuertes condicionamientos económicos, sin que el poder político consiga 
diseñar estrategias sustentables y perdurables en el tiempo. En el mismo sentido, 
en aquellas cuestiones que hacen a los intereses claves del país a largo plazo, la 



política internacional –pese a algunos aciertos cooperativos en materia regional– 
ni ha sido diseñada en base a acuerdos internos ni parece haber logrado un rumbo 
estable capaz de ser seguido por futuros gobiernos.
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